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Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual

Sala Especializada en Protección al Consumidor

Resolución 2125-2017/SPC-Indecopi

Expedientes 0122-2016/CPC-Indecopi-LAM

Procedencia: Comisión de la Oficina Regional de Indecopi de Lambayeque

Procedimiento: De parte

Denunciante: Yuri Franz Salgado Cayatopa

Denunciada: Constructora Galilea S.A.C.

Materias: Idoneidad del producto

Inmuebles

Actividad: Construcción de edificios completos

Sumilla: Se confirma la resolución venida en grado en el extremo que declaró improcedente por prescripción la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., en el extremo referido a la falta de entrega del bien inmueble al señor Yuri Franz Salgado Cayatopa en el plazo establecido en el contrato.

Asimismo, se confirma dicha resolución en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por infracción del artículo 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que la denunciada no cumplió con la especificación técnica establecida en el contrato referida a que las paredes debían ser construidas con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado.

Se declara la nulidad de la resolución venida en grado en el extremo referido a que la denunciada no cumplió con las especificaciones técnicas establecidas en el contrato referidas a: (i) el tipo de ladrillo con que debieron ser construidos los muros portantes; (ii) el espesor y la calidad con que debieron ser construidas las paredes internas; y, (iii) la estabilidad de los muros divisorios. Ello, debido a que el órgano resolutivo emitió un pronunciamiento sin realizar las actuaciones probatorias necesarias para tal efecto; en consecuencia, se dispone que la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque emita un nuevo pronunciamiento de fondo, tomando en consideración los fundamentos expuestos en la presente resolución.

Se confirma la referida resolución en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por infracción del artículo 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que la denunciada no construyó el acceso al estacionamiento de la vivienda del denunciante.

Del mismo modo, se confirma la resolución venida en grado en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por presunta infracción del artículo 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al no haberse acreditado que el tanque de agua que se encontraba enterrado en el patio de la vivienda tendría una tapa insegura con un material no idóneo ni con una estructura de refuerzo.

Finalmente, se confirma la resolución en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por infracción del artículo 76 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que no entregó al señor Yuri Franz Salgado Cayatopa la documentación sobre el certificado de finalización de la obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización inscrita en la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos.

Sanciones:

2 UIT: por la falta de construcción de un acceso al estacionamiento de la vivienda.

1 UIT: por la falta de entrega de documentación.

Lima, 28 de junio del 2017

Antecedentes

1. El 18 de julio del 2014, el señor Yuri Franz Salgado Cayatopa (en adelante, el señor Salgado) denunció a Constructora Galilea S.A.C.1 (en adelante, la Constructora) ante la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque (en adelante, la Comisión) por presunta infracción de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), manifestando lo siguiente:

(i) el 27 de agosto del 2013, suscribió con la constructora un contrato de compra-venta de bien futuro para la adquisición de la vivienda ubicada en calle 12, manzana L, lote 11 con un área de terreno de 128.00 m2 y área construida de 93.00 m2;

(ii) en la cláusula décimo segunda del contrato indicaba que la vivienda debía ser entregada el 30 junio del 2014, lo cual no ocurrió pues la entrega se efectuó –según acta de entrega y de compromiso– el 18 de julio del 2014;

(iii) los muros portantes y paredes no habían sido construidos con ladrillo tipo King Kong de 18 huecos maquinado;

(iv) las paredes internas habían sido construidas con menor espesor y calidad;

(v) no había cumplido con entregar el certificado de finalización de obra y zonificación, la declaratoria de fábrica e independización, pese a que ha trascurrido casi dos (2) años de entregada la vivienda;

(vi) no había construido el acceso al estacionamiento de la vivienda;

(vii) el tanque de agua de la vivienda que se encontraba enterrado en el patio tenía una tapa insegura de material no idóneo y no contaba con una estructura de refuerzo; y,

(viii) los muros divisorios de las viviendas eran peligrosos, habiéndose edificado sin columnas presentando inestabilidad al empujarlos.

2. El 5 de setiembre del 2016, la constructora presentó sus descargos señalando que no cumplió con la entrega de la vivienda y documentos vinculados a esta, debido a que se encontraba pendiente que la Municipalidad de Chiclayo (en adelante, la Municipalidad) reciba la habilitación urbana, cuya emisión implicaba que previamente se culminen y aprueben las obras sanitarias y eléctricas de la habilitación donde se encontraba ubicada la vivienda.

3. El 28 de octubre del 2016, un representante de la Secretaría Técnica de la Comisión efectuó una diligencia de inspección en la vivienda del señor Salgado, en la cual participó un familiar del denunciante.

4. Mediante cartas 0600-20016/Indecopi-LAM y 0601-2016/Indecopi-LAM de fecha 4 de noviembre del 2016, la Secretaría Técnica de la Comisión solicitó al Colegio de Ingenieros y Arquitectos que informen su disponibilidad, en un plazo de tres (3) días hábiles, para la realización de un peritaje en la vivienda del señor Salgado a fin de constatar los hechos denunciados alegados por el denunciante en los acápites (iii), (iv), (vi), (vii) y (viii) del numeral 1.

5. Mediante Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM del 21 de noviembre del 2016, la Comisión emitió el siguiente pronunciamiento:

(i) Declaró improcedente la denuncia interpuesta por el señor Salgado contra la constructora por prescripción de la facultad sancionadora de la Administración, respecto a que no había entregado el bien inmueble al denunciante en el plazo establecido en el contrato;

(ii) declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor Salgado contra la constructora, por infracción al artículo 19 del Código, al haberse acreditado que los muros portantes y las paredes no habían sido construidos con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado, sancionándola con una multa de 5 UIT;

(iii) declaró infundada la denuncia interpuesta por el señor Salgado contra la constructora, por presunta infracción al artículo 19 del Código, al no haberse acreditado que las paredes internas fueron construidas con menor espesor y calidad;

(iv) declaró fundada la denuncia interpuesta por el señor Salgado contra la constructora, por infracción al artículo 19 del Código, al haberse acreditado que no construyó el acceso al estacionamiento de la vivienda del denunciante, sancionándola con una multa de 2 UIT;

(v) declaró infundada la denuncia interpuesta por el señor Salgado contra la constructora, por presunta infracción al artículo 19 del Código, al no haberse acreditado que el tanque de agua –que se encontraba enterrado en el patio de la vivienda– no tenía una tapa insegura ni con una estructura de refuerzo;

(vi) declaró infundada la denuncia interpuesta por el señor Salgado, por presunta infracción al artículo 19 del Código, al no haberse acreditado que los muros divisorios se edificaron sin columnas, siendo inestables;

(vii) declaró fundada la denuncia presentada por el señor Salgado contra la constructora, por infracción al artículo 76 del Código, al haberse acreditado que no entregó al denunciante el certificado de finalización de la obra y zonificación, declaración de fábrica e independización inscrita en la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (en adelante, Sunarp), sancionándola con una multa de 1 UIT;

(viii) ordenó a la Constructora en calidad de medidas correctivas:

- cumpla con efectuar el cambio de todas las paredes del segundo piso que sería de otro material distinto a ladrillo, por paredes de las mismas características del primer piso de la vivienda del denunciante, en el plazo de treinta (30) días hábiles de notificada la resolución;

- cumpla con efectuar la construcción de la rampa de acceso al estacionamiento de la vivienda del denunciante, en el plazo de treinta (30) días hábiles de notificada con la presente resolución;

- cumpla con efectuar las gestiones necesarias para la entrega del certificado de finalización de obra y zonificación, declaración de fábrica e independización inscrita en la Sunarp, en el plazo de veinte (20) días hábiles de notificada la resolución.

(ix) condenó a la constructora al pago de costas y costos del procedimiento.

(x) dispuso la inscripción de la Constructora en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi (en adelante, RIS).

6. El 1 de diciembre del 2016, la Constructora apeló la Resolución 0633- 2016/Indecopi-LAM en los extremos que se declaró fundada la denuncia alegando lo siguiente:

(i) Sobre que los muros portantes y paredes no había sido construidos con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado:

- de acuerdo con las especificaciones técnicas del Anexo 1 del contrato de compra-venta, se indicó al señor Salgado que los muros portantes había sido construidos utilizando ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado, pero en el caso de los muros divisorios no efectuó especificación alguna, por lo que el denunciante no podía pretender que cumpla con un ofrecimiento que no efectuó;

- en la diligencia de inspección solo se verificó los muros divisorios, siendo que la Comisión declaró fundada la denuncia por el sonido que emitieron las paredes al ser golpeadas, lo cual no resultaba una prueba suficiente para afirmar que las paredes no eran de ladrillo;

- en el acta de inspección se dejó constancia de que no se podía constatar el material de las paredes al encontrarse pintadas, por lo que la Comisión no pudo afirmar que las paredes del segundo piso no eran de ladrillo; y,

- el acta de inspección no era válida porque tenía incongruencias respecto del material de las paredes, además, participó un tercero ajeno al procedimiento.

(ii) Sobre la falta de construcción de un acceso al estacionamiento de la vivienda:

- En el plano (Anexo 2) se mostraba la figura de un automóvil sobre el espacio libre frontal del inmueble, pero el uso de ese espacio podía ser el de un estacionamiento o un jardín; cabe precisar que la imagen del vehículo tenía la finalidad de ejemplificar que en ese espacio podía implementarse un estacionamiento, por lo cual no debió deducirse indubitablemente la presencia de una cochera;

- en el plano (Anexo 2) no se encontraba la imagen de una rampa o acceso adicional al espacio frontal, por lo que no tenía obligación de construir una rampa; y,

- si bien en el Anexo 1 se indicó que la vivienda contaba con un estacionamiento, el alcance de su ofrecimiento debía ser interpretado en ese sentido, no pudiendo extender a la discrecionalidad de los consumidores como construir una rampa de acceso.

(iii) Respecto de la falta de entrega del certificado de la obra y zonificación, la declaratoria de fábrica e independización inscritas en la Sunarp:

- no resultaba imputable a su representada, debido a que en la cláusula octava del contrato de compra-venta señaló que cualquier retraso en la independización no sería una causa de incumplimiento de sus obligaciones. Asimismo, en la cláusula primera del acta de entrega estipuló que las partes del contrato acordaron que la demora no era imputable a su empresa; y,

- la demora obedeció a que la municipalidad no había recibido la habilitación urbana, por lo que se había configurado la ruptura del nexo causal.

(iv) Finalmente, cuestionó la graduación de la sanción, en la medida que los argumentos empleados por la Comisión fueron vagos y gaseosos sin existir una cuantificación de la multa impuesta. Además, señaló que la sanción impuesta resultaba perjudicial puesto que dicha suma podía utilizarla para brindar un mejor servicio a los consumidores.

7. El 5 de setiembre del 2016, el señor Salgado apeló la resolución alegando lo siguiente:

(i) La falta de entrega de la vivienda en el plazo pactado en el contrato resultaba ser una infracción continuada que surgió el 1 de julio del 2014 y cesó el 18 de julio del 2014, por lo que el plazo se computó desde esa última fecha y venció el 18 de julio del 2016;

(ii) en la inspección se midió el espesor de la pared de la fachada y cocina habiéndose verificado medidas distintas, pero no se constató las medidas de las demás paredes habiendo incurrido la Comisión en una omisión;

(iii) el Indecopi emitió un pronunciamiento prematuro, ya que no esperó que el Colegio de Ingeniero y Arquitectos efectúen un peritaje técnico que resultaba pertinente para determinar este aspecto, además, en ningún momento se pronunció sobre si este peritaje era necesario;

(iv) él colocó el tanque bajo tierra por su propia seguridad, asimismo, adjuntó fotografías en la que se podía apreciar el tanque que entregó la Constructora; y,

(v) los muros divisorios constituían un peligro, dado que no contaban con columnas.

8. El 8 de febrero del 2017, la Constructora absolvió los argumentos esgrimidos por el señor Salgado en su recurso de apelación, señalando lo siguiente:

(i) el acta de inspección no era válida porque participó un tercero ajeno al procedimiento;

(ii) la falta de entrega de la vivienda en el plazo establecido en el contrato era una infracción instantánea, por lo que el plazo de prescripción se contabilizaba desde el 1 de julio del 2014 hasta el 1 de julio del 2016; no obstante, la denuncia fue interpuesta el 18 de julio del 2016; por tanto, la denuncia era improcedente;

(iii) no ofreció al denunciante un grosor determinado con que contarían las paredes, además, el señor Salgado no había acreditado el presunto defecto;

(iv) las fotografías no habían acreditado que correspondían a la vivienda del denunciante, así como los desperfectos, pues no fueron presentadas en la denuncia, lo cual evidenciaría que fueron conseguidas con posterioridad a la denuncia y que no correspondían a la vivienda del denunciante;

(v) en la medida que la tapa del tanque había sido retirada y reemplazada por el denunciante no se podía verificar la presunta infracción alegada; y,

(vi) no ofreció al denunciante el sistema constructivo de los muros divisorios, además, no había presentado medio probatorio alguno que acredite la inseguridad o inestabilidad de estos.

Análisis

Sobre la nulidad parcial de la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM

9. Los procedimientos administrativos seguidos por la Comisión, de oficio o a instancia de parte, para investigar presuntas infracciones a las normas de protección al consumidor son procedimientos que implican el ejercicio de la potestad sancionadora y en mérito a dicha naturaleza están sujetos a la observancia de los principios que rigen el ejercicio de la facultad punitiva de la administración.

10. El artículo 230 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General (en adelante, LPAG), comprende una relación detallada de los principios aplicables a este tipo de procedimientos, sin perjuicio de los principios comprendidos en el Artículo IV que son de aplicación a la generalidad de procedimientos administrativos.

11. Dentro de la relación comprendida en el artículo 230 citado, se encuentra el Principio de Presunción de Licitud2, principio medular del procedimiento sancionador por naturaleza inquisitivo, que obliga a la administración a realizar las acciones necesarias para verificar la efectiva comisión de los cargos imputados y, ante ausencia de pruebas, emitir un fallo absolutorio. Este principio corresponde a la presunción de inocencia que rige en materia penal y cuya observancia se traduce en una serie de cargas para las entidades de la Administración que actúen en ejercicio de potestades de sanción.

12. Así, el artículo 235.4 de la LPAG3 establece que, una vez iniciado el procedimiento, la autoridad instructora realizará de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los hechos a efectos de determinar la existencia de la responsabilidad susceptible de sanción.

13. Por su parte, artículo IV del Título Preliminar de la LPAG4 establece que el procedimiento administrativo se sustenta, entre otros, en el Principio de Verdad Material. Este principio consiste en que la autoridad administrativa competente para conocer un caso deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas.

14. Los artículos 163 y 166 de la LPAG prescriben que cuando la naturaleza del procedimiento lo exija, la autoridad debe disponer la actuación de todos los medios probatorios necesarios para acreditar los hechos invocados o que fueren conducentes a su pronunciamiento, pudiendo solicitar para ello, entre otros medios, informes y dictámenes de cualquier tipo5.

15. La persecución de la infracción y el impulso del procedimiento a cargo de la administración, guarda relación directa con la debida motivación del acto administrativo, la misma que debe comprender una relación de los hechos probados relevantes al caso específico y los fundamentos jurídicos que con referencia a tales hechos, justifican el acto emitido, más aun tratándose de procedimientos sancionadores en los que es la administración la que debe acreditar fehacientemente que el administrado incurrió en supuestos de infracción tipificados legalmente, a efectos de sustentar las sanciones impuestas.

16. De otro lado, y conforme fue señalado previamente, el artículo 10.2 de la LPAG establece como causal de nulidad del acto administrativo, el defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez6. El procedimiento regular es uno de los requisitos de validez del acto administrativo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3°. 5° de la LPAG7.

17. Al respecto, el Artículo IV numeral 1.2 de la LPAG recoge el Principio del Debido Procedimiento8, en virtud del cual los administrados gozan de todos los derechos y garantías inherentes al debido procedimiento, lo que comprende el derecho de exponer sus argumentos, ofrecer y producir pruebas así como obtener una decisión motivada y fundada en derecho que comprenda todas las cuestiones discutidas en el procedimiento que lo generó, en base a dichas pruebas o, de ser el caso, en razón a otros documentos que la administración está en la obligación de recabar a efectos complementar los presentados por las partes a fin de esclarecer los hechos materia de denuncia.

18. En el presente caso, el señor Salgado solicitó en su denuncia, y a lo largo del procedimiento, que se lleve a cabo una inspección a fin de constatar los desperfectos alegados; así como un peritaje en el inmueble a fin de constatar los defectos en las paredes de su vivienda.

19. Ante ello, la Secretaría Técnica de la Comisión dispuso la realización de una inspección en la vivienda del señor Salgado, para emitir una decisión sobre el fondo respecto de las alegaciones referidas a: (i) los muros portantes no fueron construidos con ladrillo tipo King Kong de 18 huecos maquinado; (ii) las paredes internas habían sido construidas con menor espesor y calidad; y, (iii) los muros divisorios de las viviendas eran peligrosos, habiéndose edificado sin columnas siendo inestables.

20. Posteriormente, la Secretaría Técnica de la Comisión remitió cartas al Colegio de Ingenieros y Arquitectos de Lambayeque a fin de que confirmen su disponibilidad para un peritaje en la vivienda del señor Salgado y fijen sus honorarios. Sin embargo, emitió la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM, sin haber esperado la respuesta de la referida institución ni haber reiterado su solicitud; tampoco en la resolución la primera instancia expuso las razones por las cuales se desistía de realizar dicha actuación probatoria.

21. Luego, en su escrito de apelación, el denunciante reiteró la importancia de la actuación de dicha prueba, a fin de que la autoridad administrativa pueda corroborar sus afirmaciones.

22. Sobre el particular, a criterio de este Colegiado, la realización de un peritaje, propuesto en su momento por el señor Salgado y tramitado por la Secretaría Técnica de la Comisión, constituía un medio probatorio que era útil para resolver la controversia en el presente procedimiento, debido a que para la determinación de si: (i) los muros portantes no fueron construidos con ladrillo tipo King Kong de 18 huecos maquinado; (ii) las paredes internas habían sido construidas con menor espesor y calidad y (iii) los muros divisorios de las viviendas eran peligrosos, habiéndose edificado sin columnas siendo inestable; la Comisión debía recurrir al auxilio de instituciones o personas especializadas en el tema, que aporten una opinión técnica y/o científica sobre el cumplimiento de las especificaciones técnicas en lo que a tales cuestiones se refería, conforme a lo establecido en el artículo 176.2 de la LPAG9.

23. En ese sentido, conforme a lo establecido por la LPAG, a fin de que la Comisión en su resolución pueda comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por ambos administrados, debió valorar adecuadamente la pertinencia de actuar la pericia solicitada, a fin de salvaguardar el debido procedimiento administrativo.

24. Sin perjuicio de ello, en caso no fuera posible llevar a cabo el peritaje pese a los esfuerzos desplegados, la Comisión debe informar ello a las partes antes de la emisión de la resolución, a fin de darles la oportunidad de presentar los medios probatorios que consideren pertinentes para acreditar sus afirmaciones.

25. Por las consideraciones expuestas, corresponde declarar la nulidad parcial de la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM y disponer que la Comisión emita un nuevo pronunciamiento, para lo cual deberá realizar las actuaciones probatorias necesarias para tal efecto, a efectos de que se determine la veracidad de los hechos denunciados referidos a las presuntas infracciones indicadas en el numeral 22.

26. Finalmente, esta Sala considera pertinente exhortar a la Comisión a guardar mayor celo en la realización de sus funciones, debiendo cumplir con actuar todos los medios probatorios necesarios para establecer la responsabilidad del proveedor denunciado.

27. Cabe indicar a las partes que, en la medida que se ha declarado la nulidad de la resolución venida en grado en los extremos referidos a las presuntas infracciones indicadas en el numeral 22, carece de objeto pronunciarse del resto de alegaciones formuladas por ambas partes en los recursos impugnativos; sin perjuicio de que la Comisión los tome en cuenta al emitir su nuevo pronunciamiento.

Sobre la prescripción en los procedimientos de protección al consumidor

28. La prescripción en materia administrativa consiste en la extinción de la responsabilidad por el transcurso del tiempo, que acarrea indefectiblemente la pérdida del “ius puniendi” del Estado, eliminando, por ende, la posibilidad de que la autoridad administrativa pueda determinar la existencia de una conducta infractora y pueda imponer válidamente una sanción al responsable.

29. El plazo de prescripción para sancionar los ilícitos administrativos en materia de protección al consumidor se rige por el artículo 121 del Código10, el cual dispone que la acción para sancionar las infracciones a dicha norma prescribe a los dos (2) años de cometidos dichos ilícitos. Transcurrido dicho plazo, la Comisión pierde la potestad de investigar y sancionar las infracciones que hubieran podido cometer los proveedores en la venta de bienes y la prestación de servicios.

30. La referida norma establece que para el cómputo del plazo de prescripción se aplica lo dispuesto en el artículo 233 de la LPAG. Así, el referido artículo establece que el cómputo del plazo de prescripción comenzará a partir del día en que la infracción se hubiera cometido (infracción instantánea) o desde que cesó, si fuera una acción continuada.

31. La infracción es instantánea si queda consumada en un solo instante, esto es, si el proceso ejecutivo que culmina al completarse todas las exigencias del tipo infractor se cierra en un momento determinado y único. Debe repararse en que no se atiende a la duración de los preparativos o de los actos conducentes a la plena realización del hecho sino solamente al instante en que éste queda completo.

32. De otro lado, una infracción continuada consiste en dos o más acciones homogéneas, realizadas en distinto tiempo, pero en análogas ocasiones, que infringen la misma norma jurídica o norma de igual o semejante naturaleza11 con la característica que todas las acciones que lo constituyen que de por sí ya son infracciones consumadas o intentadas serán valoradas en conjunto como una sola infracción.

33. En el presente caso, la Comisión declaró improcedente la denuncia interpuesta contra la Constructora, en el extremo referido a que no cumplió con la entrega de la vivienda al denunciante, en el plazo establecido en el contrato.

34. En su apelación, el señor Salgado alegó que la infracción era continuada y, en consecuencia, el plazo debía computarse desde que cesó, esto es, desde el 18 de julio del 2014, fecha en que se realizó la entrega de la vivienda. De otro lado, la Constructora señaló que la infracción era instantánea y se computaba desde el día siguiente de la fecha de entrega pactada en el contrato.

35. Al respecto, esta Sala concuerda con la interpretación realizada por la Comisión consistente en tomar en cuenta para el inicio del cómputo de plazo desde el día siguiente de la fecha de entrega pactada en el contrato, que era el 30 de junio del 2014. En efecto, considerando lo denunciado y la imputación de cargos sobre este extremo, el presunto hecho infractor se configuró el día en que la Constructora ya se encontró en falta, por ser el día siguiente de aquel en que correspondía cumplir con la entrega de la vivienda, según lo pactado en el contrato; de allí que el señor Salgado pudo denunciar tal hecho desde el 1 de julio del 2014, día en que se inició el cómputo del plazo de prescripción, culminando este el 1 de julio del 2016.

36. Por tanto, en la medida que el señor Salgado recién interpuso su denuncia el 18 de julio del 2016, queda evidenciado que habían transcurrido más de dos (2) años desde la fecha en que se produjo el hecho infractor alegado, por lo que corresponde confirmar la resolución apelada que declaró improcedente la denuncia sobre este extremo.

Sobre el deber de idoneidad e información

37. El artículo 18 del Código12 define a la idoneidad de los productos y servicios como la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a la naturaleza de los mismos, las condiciones acordadas, la publicidad e información transmitida, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso. Asimismo, el artículo 19 de la referida norma establece la responsabilidad de los proveedores por la idoneidad y calidad de los productos y servicios que ofrecen en el mercado13.

38. El supuesto de responsabilidad administrativa en la actuación del proveedor impone a éste la carga de sustentar y acreditar que no es responsable por la falta de idoneidad del producto colocado en el mercado, sea porque actuó cumpliendo con las normas debidas o porque pudo acreditar la existencia de hechos ajenos que lo eximen de responsabilidad. Así, una vez acreditado el defecto por el consumidor, corresponde al proveedor acreditar que este no le es imputable.

39. Tratándose de los servicios inmobiliarios y de construcción, un consumidor que adquiere un bien inmueble en el mercado esperaría que el proveedor cumpla con las obligaciones asumidas expresamente en el contrato de compraventa o en los documentos anexos al mismo, tales como podrían ser: la fecha de entrega, la independización e inscripción del inmueble, la colocación de los acabados ofrecidos, entre otros aspectos. Igualmente, en ausencia de mandato legal y pacto u ofrecimiento expreso del proveedor, este debe ceñirse a los usos y costumbres del mercado a fin de ofrecer un producto o servicio idóneo.

40. De otro lado, el derecho de los consumidores al acceso a la información, reconocido en los artículos 1° literal b) y 2° del Código, involucra el deber de los proveedores de proporcionar toda la información relevante sobre las características de los productos y servicios que oferten, a efectos de que los consumidores puedan realizar una adecuada elección o decisión de consumo, así como para efectuar un uso o consumo correcto de los bienes y servicios que hayan adquirido. Dicha información debe ser veraz, suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible14.

41. En materia inmobiliaria, el artículo 76 del Código establece el deber de los proveedores de productos y servicios inmobiliarios a informar a los consumidores sobre las características del inmueble adquirido así como proporcionar toda aquella documentación relevante, como por ejemplo la habilitación urbana, saneamiento, materiales empleados en la construcción, licencia de obra, los planos de ubicación, instalaciones, arquitectónicos, parámetros urbanísticos, declaratoria de fábrica, entre otros15. Asimismo, el artículo 77 del Código16 señala la información mínima que los proveedores deben brindar durante el proceso de compra, a diferencia del artículo 78 del mismo cuerpo normativo que desarrolla la información que debe constar en el contrato de compraventa.

(i) Sobre el tipo de ladrillo utilizado en la construcción de las paredes del segundo piso

42. La Comisión declaró fundada la denuncia en este extremo, al haberse verificado que las paredes del segundo piso de la vivienda del denunciante, no habían sido construidas, en su gran mayoría, con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinados, sino con un material distinto que se asemejaba a la madera (según inspección).

43. La constructora, señaló en su apelación que, de acuerdo con las especificaciones técnicas contenidas en el Anexo 1 del contrato de compra- venta, se indicó al señor Salgado que los muros portantes habían sido construidos utilizando ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado, pero en el caso de los muros divisorios no efectuó especificación alguna, por lo que el denunciante no podía pretender que cumpla con un ofrecimiento que no efectuó.

44. Del Anexo 1- “Especificaciones Técnicas de la Vivienda17 se verifica lo siguiente:

“(...)
Materiales:
Muros portantes paredes: serán de ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado.”

45. De lo anterior, esta Sala concluye que la constructora ofreció al consumidor que los muros portantes y paredes iban a ser construidos con ladrillo de tipo King Kong 18 huecos maquinado; siendo que lo contrario afectaría las expectativas del consumidor, en la medida que este esperaría que la totalidad de su vivienda sea construida con un mismo material de buena calidad.

46. Por tanto, si bien no se ha podido comprobar en el procedimiento el tipo de material con que fueron construidas las paredes, esta Sala considera que ello no constituye un impedimento para pronunciarnos sobre este extremo, en tanto la constructora en su apelación reconoció que solo ofreció construir muros portantes con ladrillo tipo King Kong, de lo cual se desprende que los muros divisorios o paredes no fueron construido con este material.

47. Por lo expuesto, al haberse verificado que la constructora no construyó las paredes con un ladrillo tipo King Kong, corresponde confirmar la resolución venida en grado en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra la constructora, por presunta infracción del artículo 19 del Código.

(ii) Sobre la falta de construcción de un acceso al estacionamiento a la vivienda
48. La Comisión declaró fundada la denuncia en este extremo, al haber verificado que el denunciado no construyó un acceso para el estacionamiento del inmueble de propiedad del denunciante.

49. La constructora señaló en su apelación que no había defraudado las expectativas del denunciante, dado que:

- En el plano (Anexo 2) se mostraba la figura de un automóvil sobre el espacio libre frontal del inmueble, pero el uso de ese espacio podía ser el de un estacionamiento o un jardín; cabe precisar que la imagen del vehículo tenía la finalidad de ejemplificar que en ese espacio podía implementarse un estacionamiento, por lo cual no debió deducirse indubitablemente la presencia de una cochera;

- en el plano (Anexo 2) no se encontraba la imagen de una rampa o acceso adicional al espacio frontal, por lo que no tenía obligación de construir una rampa; y,

- si bien en el Anexo 1 se indicó que la vivienda contaba con un estacionamiento, el alcance de su ofrecimiento debía ser interpretado en ese sentido, no pudiendo extender a la discrecionalidad de los consumidores como construir una rampa de acceso.

50. Esta Sala ha verificado que en el punto 1.4 de la cláusula primera del contrato de compra-venta18 de bien futuro del 27 de agosto 2013, el cual, como se ha señalado se encuentra suscrito por las partes, se estableció lo siguiente:

“Primera: Antecedentes

(...).
1.4 Las especificaciones técnicas y la relación de acabados de el inmueble se encuentran descritas en el Anexo 1. Asimismo, el plano de distribución de el inmueble consta en el Anexo 2. Estos anexos debidamente suscritos por las partes se adjuntan e integran al presente contrato. (...)” (sic)

51. De la verificación del documento denominado “Especificaciones Técnicas de la Vivienda” que obra como Anexo 119 al contrato de compraventa de bien futuro, se observa que se ofreció lo siguiente:

“Anexo 1

Especificaciones técnicas de la vivienda

(...).
Acabados:

(...).
“Estacionamiento: 01 estacionamiento dentro del lote sin techar”. (sic)

52. Asimismo, del plano de distribución del bien en cuestión, que obra como Anexo 220 al referido contrato de compraventa, se aprecia en la parte inferior derecha del plano una zona para estacionamiento e inclusive la figura de un automóvil estacionado en dicha parte.

53. En tal sentido, este Colegiado observa que el denunciado ofreció al señor Salgado en la parte frontal del inmueble una zona destinada para estacionamiento de un vehículo (sin techar) y no un “patio/estacionamiento” como alega la Constructora; por lo tanto correspondía que el denunciado construya una rampa para que el vehículo ingrese a dicho estacionamiento ofrecido sin ninguna dificultad; sin embargo, no realizó ello.

54. Además, al margen de que el plano (Anexo 2) no contemple la presencia de una rampa, lo cierto y acreditado en el presente caso, es que en el contrato de compra-venta en particular del bien inmueble suscrito entre el señor Salgado y la constructora se pactó y ofreció, respectivamente, la presencia de un estacionamiento, lo cual generó en el consumidor la expectativa de la presencia de una rampa para el acceso al estacionamiento.

55. Por lo expuesto, al haberse verificado que la constructora no construyó un acceso para el ingreso de vehículo en el estacionamiento del inmueble del señor Salgado, corresponde confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en este extremo que declaró fundada la denuncia contra la constructora, por infracción al artículo 19 del Código.

(iii) Sobre la entrega de un tanque de agua con una tapa insegura y sin estructura de refuerzo

56. La Comisión declaró infundada la denuncia en este extremo, al no haber verificado la presunta infracción, en la medida que el señor Salgado reemplazó la tapa ofrecida por la constructora por una de cemento.
57. En su apelación el señor Salgado señaló que él colocó el tanque bajo tierra por su propia seguridad, asimismo, adjuntó fotografías21 en la que se visualizaría la tapa del tanque que entregó la constructora.
58. Ahora bien, las referidas fotografías son el único medio probatorio aportado por el denunciante que acreditarían el defecto; sin embargo, estas no demuestran –de manera fehaciente– que le pertenecen al inmueble materia de denuncia o que obedecieron a causas enteramente imputables a la constructora.

59. Sobre este punto, corresponde reiterar que el consumidor tiene la carga de probar la existencia del defecto alegado en el bien o servicio y, una vez acreditado, dicha carga probatoria se invierte sobre el proveedor, quien debe demostrar que no es responsable por el referido defecto; sin embargo, en el presente caso el denunciante no ha cumplido con probar que la constructora le entregó un tanque de agua con una tapa insegura y sin estructura de refuerzo.

60. En el presente caso, a criterio de este Colegiado, las referidas fotografías, en tanto han sido desconocidas por la constructora, no generan certeza sobre la existencia de los defectos señalados en el tanque de agua, ya que –ante el desconocimiento de la denunciada sobre su veracidad– pudieron ser acompañadas al momento de interponer la denuncia.

61. Además, en la medida que el propio denunciante reconoce en su apelación que efectuó cambios en el tanque y tapa por su propia seguridad, esta Sala considera que no resulta posible verificar a la fecha el defecto alegado.

62. Por las consideraciones expuestas, y en la medida que el señor Salgado no ha aportado mayores elementos de juicio que permitan sustentar su afirmación, corresponde confirmar la resolución venida en grado en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta contra la Constructora, por presunta infracción del artículo 19 del Código, al no haberse acreditado la presencia de un tanque de agua con una tapa insegura y sin estructura de refuerzo.

(iv) Sobre la falta de entrega del certificado de finalización de obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización inscritos en la Sunarp
63. La Comisión declaró fundada la denuncia en este extremo, al haber verificado que había trascurrido un plazo razonable para la entrega de la referida documentación, sin que la Constructora hubiera cumplido con ello.

64. El señor Salgado señaló en su denuncia que la constructora no cumplió con entregar la documentación sobre el certificado de finalización de obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización en la Sunarp.

65. En su defensa, la constructora señaló que la falta de entrega de los referidos documentos obedeció a la demora incurrida por la municipalidad en los trámites para su obtención. Asimismo, señaló que en el contrato y acta de entrega se estableció que tal situación constituía una causa no imputable a su empresa.

66. Conforme puede apreciarse, no constituye un hecho controvertido que la constructora no cumplió con entregar la documentación sobre el certificado de finalización de obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización en la Sunarp, siendo su defensa que tal hecho obedecía a causas imputables a terceros.

67. No obstante, de la revisión del expediente, se advierte que la constructora no ha presentado medios probatorios que acrediten sus alegatos respecto a las demoras incurridas en los trámites seguidos ante la municipalidad, menos aún que tales demoras no le resultan imputables.

68. Por tanto, siendo que la constructora no ha acreditado la existencia de causas ajenas a su esfera de control que la exoneren de responsabilidad por la falta de entrega de los documentos del certificado de finalización de obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización en la Sunarp, corresponde confirmar la resolución apelada que declaró fundada la denuncia en el presente extremo.

Sobre la invalidez del acta de inspección

69. En el procedimiento, la constructora alegó que el acta de inspección de fecha 28 de octubre del 2016 resultaba inválida, en la medida que en dicha diligencia participó un tercero ajeno al procedimiento (familiar del denunciante).

70. Al respecto, esta Sala considera que no corresponde emitir un pronunciamiento pues la referida diligencia de inspección ha perdido eficacia probatoria en el presente procedimiento, en tanto la Sala ha declarado la nulidad parcial de la resolución, dado que resulta necesario acudir al auxilio de peritos especializados en la materia, para emitir un pronunciamiento de fondo en lo que se refiere a (i) los muros portantes no fueron construidos con ladrillo tipo King Kong de 18 huecos maquinado; (ii) las paredes internas habían sido construidas con menor espesor y calidad y (iii) los muros divisorios de las viviendas eran peligrosos, habiéndose edificado sin columnas siendo inestable.

Sobre las sanciones impuestas

71. El artículo 112 del Código establece que, al momento de aplicar y graduar la sanción, la Comisión debe atender al beneficio ilícito esperado con la realización de la infracción, la probabilidad de detección de la misma, el daño resultante de la infracción, los efectos que se pudiesen ocasionar en el mercado y otros criterios que considere adecuado adoptar22.

72. Las sanciones de tipo administrativo tienen por principal objeto disuadir o desincentivar la realización de infracciones por parte de los administrados. En ese sentido, la finalidad de las mismas es, en último extremo, adecuar las conductas al cumplimiento de determinadas normas. Por ello, a efectos de graduar la sanción a imponer, la LPAG contempla los Principios de Razonabilidad23 y Proporcionalidad en el ejercicio de la potestad sancionadora administrativa.

73. En virtud del primero, la autoridad administrativa debe asegurar que la magnitud de las sanciones administrativas sea mayor a las eventuales ventajas que obtenga el infractor, ello con la finalidad de desincentivar la realización de las conductas infractoras. Por su parte, el Principio de Proporcionalidad, busca que los medios empleados por el juzgador sean los más idóneos a efectos de desincentivar la conducta en tutela de determinado interés público, pero que a su vez signifique la menor afectación posible de los derechos de los imputados.

74. En su apelación, la constructora indicó que, respecto de las multas, estas fueron impuestas en base a conjeturas, mas no tuvieron sustento ni validación técnica o estadística, y no se acreditó la probabilidad de que se generalicen las presuntas infracciones.

75. La Comisión sancionó a la constructora con una multa de 5 UIT por defectos en los muros portantes y en las paredes, por considerar acreditado que no habían sido construidos con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado.

76. Asimismo, la Sala ha confirmado la resolución de Comisión en el extremo referido a las paredes y ha declarado la nulidad parcial de la resolución apelada en el extremo referido a los muros portantes. En ese sentido, corresponde a esta instancia sancionar a la constructora únicamente por el primero de los mencionados.

77. No obstante, la Sala verifica que no es posible conocer las multas impuestas por la primera instancia respecto de cada una de las infracciones que fueron detectadas por ella, dado que estas no se encuentran individualizadas, pues dicho órgano resolutivo impuso una multa total de 5 UIT, sin hacer distinción.

78. Cabe indicar que, en la fijación de la multa que corresponde a la infracción constatada, la autoridad tiene el deber de identificar la sanción aplicable por cada conducta infractora constatada a efectos de que el administrado pueda ejercer en vía de apelación una defensa adecuada sobre los cargos que se le imputan. Sólo con el conocimiento de la multa impuesta en cada caso, los administrados pueden estructurar una defensa diferenciada y de ser el caso, hacer más énfasis en las infracciones de mayor gravedad.

79. La falta de identificación de una sanción por cada conducta sancionada en primera instancia, impide a la Sala graduar la multa impuesta pues no es posible asignar al extremo que ha sido confirmado (referido a las paredes), un peso determinado en la multa establecida genéricamente.

80. Por lo expuesto, corresponde declarar la nulidad de la resolución venida en grado24 en el extremo que graduó la multa en 5 UIT y disponer que la Comisión efectúe una nueva graduación de la sanción únicamente por el extremo declarado fundado y confirmado por esta Sala.

81. De otro lado, la Comisión sancionó a la constructora con una multa de 2 UIT por la falta de construcción de un acceso al estacionamiento.

82. Esta Sala considera que, el beneficio ilícito en esta infracción consistió en los costos ahorrados por la constructora al no haber construido la rampa de acceso a la cochera. El daño causado al denunciante es de índole patrimonial al no habérsele construido el referido acceso, lo cual debió haber estado incluido en el precio pactado por la adquisición del inmueble. Asimismo, la infracción cometida causa un efecto negativo en el mercado, dado que los consumidores podrían entender que pese a cancelar la totalidad del precio de los bienes inmuebles que adquieren a futuro, los proveedores que ofrecen servicios inmobiliarios no cumplen con la construcción completa y adecuada de sus viviendas. Asimismo, esta clase de infracciones podría desincentivar la compraventa de bienes a futuros, por lo que se debe sancionar esta clase de infracción a las normas de protección al consumidor.

83. En atención a ello, en mérito al Principio de Razonabilidad, y sin que ello implique desnaturalizar el efecto sancionador y desincentivador de la multa respecto de la conducta infractora, esta Sala considera que corresponde confirmar la resolución venida en grado en el extremo que impuso a la denunciada una sanción de 2 UIT.

84. Finalmente, con relación a la multa impuesta por la Comisión por la falta de entrega de la documentación sobre el certificado de finalización de la obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización, corresponde confirmar la resolución venida en grado en el extremo que impuso a la denunciada una sanción de 1 UIT, en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° de la LPAG25.

Sobre las medidas correctivas ordenadas

85. El artículo 114 del Código establece que, sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda al proveedor, el Indecopi puede dictar a pedido de parte o de oficio, medidas correctivas reparadoras o complementarias26.

86. En el presente caso, la Comisión ordenó a Galilea, en calidad de medidas correctivas, lo siguiente:

(i) cumpla con efectuar el cambio de todas las paredes del segundo piso que sería de otro material distinto a ladrillo, por paredes de las mismas características del primer piso de la vivienda del denunciante, en el plazo de treinta (30) días hábiles de notificada la resolución;

(ii) cumpla con efectuar la construcción de la rampa de acceso al estacionamiento de la vivienda del denunciante, en el plazo de treinta (30) días hábiles de notificada con la presente resolución; y,

(iii) cumpla con efectuar las gestiones necesarias para la entrega del certificado de finalización de obra y zonificación, declaración de fábrica e independización inscrita en la Sunarp, en el plazo de veinte (20) días hábiles de notificada la resolución.

87. Respecto de la medida correctiva (i), esta Sala considera que corresponde modificar el mandato dictado por la Comisión, dada la eventualidad de que el cambio de paredes no resulte factible sin perjudicar la estructura de la vivienda. En ese sentido, corresponde ordenar que, a elección del denunciante:

(a) en el plazo de treinta (30) días hábiles contado desde el día siguiente de recibida la comunicación del denunciante sobre su elección, Galilea cumpla con el cambio de todas las paredes del segundo piso por paredes construidas con ladrillo tipo King Kong; o,

(b) en el plazo de diez (10) días hábiles contado desde el día siguiente de recibida la comunicación del denunciante sobre su elección, Galilea proceda con la devolución del monto pagado en exceso por el denunciante, correspondiente a la construcción de las paredes del segundo piso con ladrillo tipo King Kong, que fue ofrecida.

El señor Salgado deberá comunicar su elección a Galilea en un plazo de diez (10) días hábiles contados desde el día siguiente de notificado con la resolución.

88. De otro lado, respecto de las medidas correctivas (ii) y (iii) corresponde confirmarlas en todos sus extremos.

89. Cabe indicar, que el señor Salgado deberá presentar a la Comisión los medios probatorios que acrediten el cumplimiento de dichos mandatos, en el plazo máximo de cinco (5) días hábiles contados a partir del vencimiento de los plazos otorgados; bajo apercibimiento de imponer una multa coercitiva conforme a lo establecido en el artículo 117 del Código. Asimismo, se informa al denunciante que en caso se produzca el incumplimiento de alguno de los mandatos, deberá comunicarlo a la Comisión, la cual evaluará la imposición de la multa coercitiva por incumplimiento de medida correctiva conforme a lo establecido en el numeral 4.11 de la Directiva 006-2017/DIR-COD-Indecopi27.
Sobre la condena al pago de costas y costos del procedimiento, así como la inscripción en el RIS

90. En la medida que la denunciada no ha fundamentado su apelación respecto de la medida correctiva ordenada, la pertinencia del pago de las costas y los costos del procedimiento, y su inscripción en el RIS, más allá de la alegada ausencia de las infracciones desvirtuada precedentemente, este Colegiado asume como propias las consideraciones de la recurrida sobre dichos extremos, en virtud de la facultad establecida en el artículo 6° de la LPAG28, por lo cual corresponde confirmarlos.

Acción complementaria

91. Tomando en cuenta las infracciones acreditadas, este Colegiado considera necesario poner en conocimiento del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento de conformidad con la Ley 29203, Ley que crea la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias29 la presente resolución.

Resuelve:
Primero: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM del 21 de noviembre del 2016, emitida por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque, en el extremo que declaró improcedente por prescripción la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., en el extremo referido a la falta de entregada del bien inmueble al señor Yuri Franz Salgado Cayatopa en el plazo establecido en el contrato.

Segundo: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por infracción del artículo 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que Constructora Galilea S.A.C. no cumplió con la especificación técnica establecida en el contrato referida a que las paredes debían ser construidas con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado.

Tercero: Declarar la nulidad de la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM, en el extremo referido a que la denunciada no cumplió con las especificaciones técnicas establecidas en el contrato referidas a: (i) el tipo de ladrillo con que debieron ser construidos los muros portantes; (ii) el espesor y la calidad con que debieron ser construidas las paredes internas; y, (iii) la estabilidad de los muros divisorios. Ello, debido a que el órgano resolutivo emitió un pronunciamiento sin realizar las actuaciones probatorias necesarias para tal efecto; en consecuencia, se dispone que la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque emita un nuevo pronunciamiento de fondo, tomando en consideración los fundamentos expuestos en la presente resolución.

Cuarto: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por infracción del artículo 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que el denunciado no construyó el acceso al estacionamiento de la vivienda.

Quinto: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que declaró infundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por presunta infracción del artículo 19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al no haberse acreditado que el tanque de agua que se encontraba enterrado en el patio de la vivienda tendría una tapa insegura con un material no idóneo ni con una estructura de refuerzo.

Sexto: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que declaró fundada la denuncia interpuesta contra Constructora Galilea S.A.C., por infracción del artículo 76 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que no entregó al señor Yuri Franz Salgado Cayatopa la documentación sobre el certificado de finalización de la obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización inscrita en la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos.

Sétimo: Modificar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que dictó la medida correctiva citada en el acápite (i) del numeral 86 de la presente resolución; y, ordenar que, a elección del denunciante:

(a) En el plazo de treinta (30) días hábiles contados desde el día siguiente de recibida la comunicación del denunciante sobre su elección, Constructora Galilea S.A.C. cumpla con el cambio de todas las paredes del segundo piso por paredes construidas con ladrillo tipo King Kong; o,

(b) en el plazo de diez (10) días hábiles contados desde el día siguiente de recibida la comunicación del denunciante sobre su elección, Constructora Galilea S.A.C. proceda con la devolución del monto pagado en exceso por el denunciante, correspondiente a la construcción de las paredes del segundo piso con ladrillo tipo King Kong, que fue ofrecida.

El señor Yuri Franz Salgado Cayatopa deberá comunicar su elección a Constructora Galilea S.A.C. en un plazo de diez (10) días hábiles contados desde el día siguiente de notificado con la resolución.

Octavo: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que ordenó como medidas correctivas que Constructora Galilea S.A.C.:

- cumpla con efectuar la construcción de la rampa de acceso al estacionamiento de la vivienda del denunciante, en el plazo de treinta (30) días hábiles de notificado con la presente resolución; y,

- cumpla con efectuar las gestiones necesarias para la entrega del certificado de finalización de obra y zonificación, declaración de fábrica e independización inscrita en la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos, en el plazo de veinte (20) días hábiles de notificado la resolución.

Se informa a Constructora Galilea S.A.C. que deberá presentar a la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque los medios probatorios que acrediten el cumplimiento de las medidas correctivas ordenadas, en el plazo máximo de cinco (5) días hábiles contados a partir del vencimiento de los plazos otorgados; bajo apercibimiento de imponer una multa coercitiva conforme a lo establecido en el artículo 117 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. Asimismo, se informa al señor Yuri Franz Salgado Cayatopa que en caso se produzca el incumplimiento de alguno de los mandatos, deberá comunicarlo a la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Lambayeque, la cual evaluará la imposición de la multa coercitiva por incumplimiento de medida correctiva conforme a lo establecido en el numeral 4.11 de la Directiva 006-2017/DIR-COD-Indecopi.

Noveno: Declarar la nulidad de la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que sancionó a Constructora Galilea S.A.C. con una multa de 5 UIT, por defectos en los muros portantes y paredes que no habrían sido construidas con ladrillo tipo King Kong 18 huecos maquinado; y, en consecuencia, se dispone que la primera instancia efectúe una nueva graduación de la sanción únicamente por el extremo declarado fundado y confirmado en esta instancia (paredes).

Décimo: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que sancionó a Constructora Galilea S.A.C. con una multa de 2 UIT, por la infracción referida a la falta de construcción de un acceso al estacionamiento de la vivienda del señor Yuri Franz Salgado Cayatopa.

Décimo Primero: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que sancionó a Constructora Galilea S.A.C., con una multa de 1 UIT, por la infracción referida a la falta de entrega del certificado de finalización de obra y zonificación, declaratoria de fábrica e independización.

Décimo Segundo: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que condenó a Constructora Galilea S.A.C. al pago de las costas y costos del procedimiento.

Décimo Tercero: Remitir la presente resolución al Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento de conformidad con la Ley 29203, Ley que crea la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias.

Décimo Cuarto: Confirmar la Resolución 0633-2016/Indecopi-LAM en el extremo que ordenó la inscripción de Constructora Galilea S.A.C. en el Registro de Infracciones y Sanciones del Indecopi.

Con la intervención de los señores vocales Julio Baltazar Durand Carrión, Alejandro José Rospigliosi Vega, Ana Asunción Ampuero Miranda, Francisco Pedro Ernesto Mujica Serelle y Javier Francisco Zúñiga Quevedo.

Julio Baltazar Durand Carrión
Presidente
__________

1 RUC: 20521119943. Domicilio fiscal en Av. Primavera 1796 Int. 601 Urb. Monterrico (Esquina Jr. Tomasal Mz. P2 Lote 25), Santiago de Surco, Lima. Información obtenida de www.sunat.gob.pe.

2 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 230. - Principios de la potestad sancionadora administrativa.

La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales:

(...).
9. Presunción de licitud. - Las entidades deben presumir que los administrados han actuado apegados a sus deberes mientras no cuenten con evidencia en contrario.

3 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 235. - Procedimiento sancionador. Las entidades en el ejercicio de su potestad sancionadora se ciñen a las siguientes disposiciones:

1. El procedimiento sancionador se inicia siempre de oficio, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición motivada de otros órganos o entidades o por denuncia.

2. Con anterioridad a la iniciación formal del procedimiento se podrán realizar actuaciones previas de investigación, averiguación e inspección con el objeto de determinar con carácter preliminar si concurren circunstancias que justifiquen su iniciación.

3. Decidida la iniciación del procedimiento sancionador, la autoridad instructora del procedimiento formula la respectiva notificación de cargo al posible sancionado, la que debe contener los datos a que se refiere el numeral 3 del artículo precedente para que presente sus descargos por escrito en un plazo que no podrá ser inferior a cinco días hábiles contados a partir de la fecha de notificación.

4. Vencido dicho plazo y con el respectivo descargo o sin él, la autoridad que instruye el procedimiento realizará de oficio todas las actuaciones necesarias para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones que sean relevantes para determinar, en su caso, la existencia de responsabilidad susceptible de sanción.

5. Concluida, de ser el caso, la recolección de pruebas, la autoridad instructora del procedimiento concluye determinando la existencia de una infracción y, por ende, la imposición de una sanción; o la no existencia de infracción. La autoridad instructora formula un informe final de instrucción en el que se determina, de manera motivada, las conductas que se consideren probadas constitutivas de infracción, la norma que prevé la imposición de sanción; y, la sanción propuesta o la declaración de no existencia de infracción, según corresponda.

Recibido el informe final, el órgano competente para decidir la aplicación de la sanción puede disponer la realización de actuaciones complementarias, siempre que las considere indispensables para resolver el procedimiento. El informe final de instrucción debe ser notificado al administrado para que formule sus descargos en un plazo no menor de cinco (5) días hábiles.

6. La resolución que aplique la sanción o la decisión de archivar el procedimiento será notificada tanto al administrado como al órgano u entidad que formuló la solicitud o a quién denunció la infracción, de ser el caso.

4 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo.

1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:

(...).
1.11. Principio de verdad material. - En el procedimiento, la autoridad administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas.

En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará facultada a verificar por todos los medios disponibles la verdad de los hechos que le son propuestos por las partes, sin que ello signifique una sustitución del deber probatorio que corresponde a estas. Sin embargo, la autoridad administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera involucrar también al interés público.

5 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 163.- Actuación probatoria.

163.1 Cuando la administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los administrados o la naturaleza del procedimiento lo exija, la entidad dispone la actuación de prueba, siguiendo el criterio de concentración procesal, fijando un período que para el efecto no será menor de tres días ni mayor de quince, contados a partir de su planteamiento. Sólo podrá rechazar motivadamente los medios de prueba propuestos por el administrado, cuando no guarden relación con el fondo del asunto, sean improcedentes o innecesarios.

Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 166.- Medios de prueba. Los hechos invocados o que fueren conducentes para decidir un procedimiento podrán ser objeto de todos los medios de prueba necesarios, salvo aquellos prohibidos por disposición expresa. En particular, en el procedimiento administrativo procede:

1. Recabar antecedentes y documentos.

2. Solicitar informes y dictámenes de cualquier tipo.

3. Conceder audiencia a los administrados, interrogar testigos y peritos, o recabar de los mismos declaraciones por escrito.

4. Consultar documentos y actas.

5. Practicar inspecciones oculares.

6 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 10.- Causales de nulidad. Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:

(...).
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el artículo 14.

7 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 3°.- Requisitos de validez de los actos administrativos. Son requisitos de validez de los actos administrativos:

(...).
5. Procedimiento regular. - Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación.

8 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo. 1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:

(...).
1.2. Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de todos los derechos y garantías inherentes al debido procedimiento administrativo, que comprende el derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión motivada y fundada en derecho. La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios del Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal Civil es aplicable solo en cuanto sea compatible con el régimen administrativo.

(...).
9 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General Artículo 176.- Peritaje.

(...).
176.2 La administración se abstendrá de contratar peritos por su parte, debiendo solicitar informes técnicos de cualquier tipo a su personal o a las entidades técnicas aptas para dicho fin, preferentemente entre las facultades de las universidades públicas.

10 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 121.- Plazo de prescripción de la infracción administrativa. Las infracciones al presente Código prescriben a los dos (2) años contados a partir del día en que la infracción se hubiera cometido o desde que cesó, si fuera una infracción continuada. Para el cómputo del plazo de prescripción o su suspensión se aplica lo dispuesto en el artículo 233 de la Ley 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General.

11 Muñoz Conde, Francisco. Derecho Penal Parte General. 5° ed. Barcelona: Tirant lo Blanch, 2002. p. 638.

12 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 18.- Idoneidad. Se entiende por idoneidad la correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las características y naturaleza del producto o servicio, el precio, entre otros factores, atendiendo a las circunstancias del caso.

La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto en el mercado.

Las autorizaciones por parte de los organismos del Estado para la fabricación de un producto o la prestación de un servicio, en los casos que sea necesario, no eximen de responsabilidad al proveedor frente al consumidor.

13 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 19.- Obligación de los proveedores. El proveedor responde por la idoneidad y calidad de los productos y servicios ofrecidos; por la autenticidad de las marcas y leyendas que exhiben sus productos o del signo que respalda al prestador del servicio, por la falta de conformidad entre la publicidad comercial de los productos y servicios y éstos, así como por el contenido y la vida útil del producto indicado en el envase, en lo que corresponda.

14 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 1°. - Derechos de los consumidores.
1.1 En los términos establecidos por el presente Código, los consumidores tienen los siguientes derechos: (...).
b. Derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una elección de consumo que se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios.

(...).
Artículo 2°. - Información relevante.

2.1 El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor toda la información relevante para tomar una decisión o realizar una elección adecuada de consumo, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos o servicios.

2.2 La información debe ser veraz, suficiente, de fácil comprensión, apropiada, oportuna y fácilmente accesible, debiendo ser brindada en idioma castellano.

2.3 Sin perjuicio de las exigencias concretas de las normas sectoriales correspondientes, para analizar la información relevante se tiene en consideración a toda aquella sin la cual no se hubiera adoptado la decisión de consumo o se hubiera efectuado en términos substancialmente distintos. Para ello se debe examinar si la información omitida desnaturaliza las condiciones en que se realizó la oferta al consumidor.

2.4 Al evaluarse la información, deben considerarse los problemas de confusión que generarían al consumidor el suministro de información excesiva o sumamente compleja, atendiendo a la naturaleza del producto adquirido o al servicio contratado.

15 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor, Artículo 76. - Protección del consumidor en contratos inmobiliarios. El derecho del consumidor a la información obliga al proveedor de productos y servicios inmobiliarios a informar sobre las características del inmueble que está adquiriendo así como a proporcionar toda aquella documentación que acredite la existencia de autorizaciones municipales, el área del inmueble, el proceso de titulación, habilitación urbana, saneamiento, materiales empleados en la construcción y en los acabados, inscripciones registrales del terreno y Declaratoria de Fábrica o de Edificación, reglamento interno, independización y toda aquella documentación relevante.

16 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor.-. Artículo 77. Información mínima en el proceso de compra. -

(...).
77.2 Los proveedores deben implementar y mantener procedimientos para proporcionar la información de manera previa y gratuita a la suscripción de un contrato considerando los aspectos siguientes:

(...).
b. Situación del proceso de habilitación urbana o de licencias de edificación, según corresponda. (...).
d. Identificación y características del inmueble: ambientes, área del inmueble, áreas comunes, acabados y servicios públicos domiciliarios con los que cuenta, diferenciando los servicios propios de los servicios comunes, tales como electricidad, agua potable y alcantarillado.

(...).
17 A foja 16 del Expediente.

18 A fojas 10 A 15 del Expediente

19 A foja 16 del Expediente

20 A foja 17 del Expediente

21 A fojas 280 y 281 del Expediente

22 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 112. - Criterios de graduación de las sanciones administrativas. Al graduar la sanción, el órgano resolutivo puede tener en consideración los siguientes criterios:

1. El beneficio ilícito esperado u obtenido por la realización de la infracción.

2. La probabilidad de detección de la infracción.

3. El daño resultante de la infracción.

4. Los efectos que la conducta infractora pueda haber generado en el mercado.

5. La naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores.

6. Otros criterios que, dependiendo del caso particular, se considere adecuado adoptar.

(...).

23 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora administrativa. La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes principios especiales: (...)

3. Razonabilidad. - Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas o asumir la sanción. Sin embargo, las sanciones a ser aplicadas deben ser proporcionales al incumplimiento calificado como infracción, observando los siguientes criterios que se señalan a efectos de su graduación:

a) El beneficio ilícito resultante por la comisión de la infracción;

b) La probabilidad de detección de la infracción;

c) La gravedad del daño al interés público y/o bien jurídico protegido;

d) EI perjuicio económico causado;

e) La reincidencia, por la comisión de la misma infracción dentro del plazo de un (1) año desde que quedó firme la resolución que sancionó la primera infracción;

f) Las circunstancias de la comisión de la infracción; y

g) La existencia o no de intencionalidad en la conducta del infractor.

24 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 10.- Causales de nulidad. Son vicios del acto administrativo que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:

(...).
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere el Artículo 14.

(...).

Artículo 3°.- Requisitos de validez de los actos administrativos. Son requisitos de validez de los actos administrativos:

(...).
4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico.

25 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 6°. - Motivación del acto administrativo.

(...).
6.2. Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de anteriores dictámenes, decisiones o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les identifique de modo certero, y que por esta situación constituyan parte integrante del respectivo acto. Los informes, dictámenes o similares que sirvan de fundamento a la decisión, deben ser notificados al administrado conjuntamente con el acto administrativo. (...).
26 Ley 29571. Código de Protección y Defensa del Consumidor. Artículo 114. - Medidas correctivas. Sin perjuicio de la sanción administrativa que corresponda al proveedor por una infracción al presente Código, el Indecopi puede dictar, en calidad de mandatos, medidas correctivas reparadoras y complementarias. Las medidas correctivas reparadoras pueden dictarse a pedido de parte o de oficio, siempre y cuando sean expresamente informadas sobre esa posibilidad en la notificación de cargo al proveedor por la autoridad encargada del procedimiento. Las medidas correctivas complementarias pueden dictarse de oficio o a pedido de parte.

27 Resolución 076-2017-Indecopi/COD. Aprueban Directiva 006-2017/DIR-COD-Indecopi denominada “Directiva que regula los procedimientos en materia de protección al consumidor previstos en el Código de Protección y Defensa del Consumidor”. 4.8. De las medidas correctivas.

En los supuestos en que el órgano resolutivo considere lo acordado por las partes durante la relación de consumo al dictar una o varias medidas correctivas; debe atender a que las mismas no contravengan las disposiciones recogidas en los Título II y III del Código referidos a los contratos de consumo y métodos comerciales abusivos. En caso se ordenen medidas correctivas o medidas cautelares, la Resolución Final deberá apercibir al obligado, a presentar los medios probatorios que acrediten su cumplimiento en el plazo máximo de cinco (5) días hábiles, contado a partir del vencimiento del plazo que se otorga para cumplir el mandato; bajo apercibimiento de imponer una multa coercitiva conforme a lo establecido en el artículo 117 del Código.

28 Ley 27444. Ley del Procedimiento Administrativo General. Artículo 6°. - Motivación del acto administrativo.

(...).
6.2. Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de anteriores dictámenes, decisiones o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les identifique de modo certero, y que por esta situación constituyan parte integrante del respectivo acto. Los informes, dictámenes o similares que sirvan de fundamento a la decisión, deben ser notificados al administrado conjuntamente con el acto administrativo. (...).
29 Ley 29203. Ley que crea la central de información de promotores inmobiliarios y/o empresas constructoras de unidades inmobiliarias. Artículo 1°.- De la creación de la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias. Créase la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias, cuya organización y funcionamiento estará a cargo del Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento.

Artículo 2°.- Del objeto de la Central de Información de Promotores Inmobiliarios y/o Empresas Constructoras de Unidades Inmobiliarias. La Central a que se refiere el artículo 1° tiene como objetivo la recopilación, procesamiento y difusión de información sobre los antecedentes y evolución de los promotores inmobiliarios y/o empresas constructoras de unidades inmobiliarias, indicando el nombre de los accionistas, la frecuencia y calidad de las transacciones comerciales, la existencia de las sanciones impuestas, los indicadores de calidad o el cumplimiento de normas técnicas, y otros criterios de similar naturaleza que serán precisados por vía reglamentaria.
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